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1. Introducción. 

(p. 449) En un trabajo como el presente es imposible exponer todos los problemas que plantea la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas; así mismo presentar el desarrollo de la extensa y 
profunda discusión a que ha dado lugar. El título merece igualmente una explicación: si bien se habla 
con frecuencia de la responsabilidad de las personas jurídicas, también es cierto que se hace 
referencia, de manera más amplia, a la empresa, la que es siempre una colectividad pero no 
necesariamente una persona jurídica. 

Por la influencia que ha tenido el derecho helvético, es interesante seguir su actual proceso de 
reforma, fuertemente influenciado por la evolución de la doctrina y la jurisprudencia. La seriedad y el 
pragmatismo que caracterizan los procesos de elaboración legislativa en Suiza resulta ejemplar, 
tanto en sus aspectos positivos como negativos, con respecto a los esfuerzos que se hacen para 
responder a los diferentes problemas que plantea la responsabilidad de la empresa. 

Desde hace algunos años, el Código Penal suizo de 1942, fruto de un largo proceso de unificación de 
los derechos penales cantonales que comenzó con el Proyecto de Carl Stooss de 1890, es objeto de 
un proceso de reforma total y que terminará sólo después del año 2000. Diversos capítulos de la 
parte especial han sido ya modificados. Es el caso, por ejemplo, del capítulo de los delitos contra el 
patrimonio, completamente reestructurado, completado y modernizado de manera muy significativa. 
La revisión de la parte general ha sido abordada, a diferencia de aquella de la parte especial, de 
manera integral. Comienza (p. 450) con la elaboración del anteproyecto Schultz de 1987; continua 
con el proyecto de 1991 y culmina con la publicación del proyecto definitivo en mayo de 1999. 

2. Regulación conforme al Código Penal de 1942. 

Para comprender la situación actual en Suiza, es de recordar, muy brevemente, que la jurisprudencia 
y la doctrina, con base en las concepciones fundamentales del Código penal, rechazaban la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas. Con este objeto, recurrieron a los tres argumentos 
tradicionales: 

1) Si bien las personas naturales pueden adquirir todos los derechos y asumir todas las obligaciones 
que no sean inseparables a la condición natural de la persona física (Art. 53, Código Civil), no 
pueden -por definición- actuar; por tanto, sólo pueden cometer un acto relevant e para el Derecho 
Penal por medio de sus órganos (Art. 54, Código Civil). Las personas jurídicas no son capaces de 
actuar conforme al Derecho Penal. 

2) La persona moral no puede comportarse culpablemente, debido a que por su propia naturaleza, no 
posee las capacidades psíquicas constitutivas de la imputabilidad y, en consecuencia, de la 
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culpabilidad (capacidad de comprender el carácter ilícito del acto y capacidad de determinarse según 
esta apreciación) (ATF 85 IV 100/JdT 1959 IV 157). 

3) La pena se basa, según el Art. 63 del Código Penal, en la culpabilidad del autor y busca la 
expiación y la prevención, de modo que la pena sólo se dirige a las personas físicas, únicas capaces 
de pensar, querer y sentir. Este no es el caso de las personas jurídicas. 

Permaneciendo en el contexto del razonamiento del Tribunal Federal, y considerando la legislación 
vigente, se puede objetar que resulta un tanto contradictorio reconocer, en Derecho Civil y 
Administrativo, a la persona jurídica como un actor real de la vida económica y jurídica y no admitirlo 
en el Derecho Penal. Es de recordar que también es poco comprensible que el Tribunal Federal 
reconozca a la persona jurídica como víctima de los delitos contra el honor y negar su calidad de 
autor de delitos. En buena cuenta, el tal Tribunal reconoce implícitamente la capacidad de actuar de 
las personas morales.  

(p. 451) En el ámbito del Derecho Penal Administrativo, resulta también poco claro que el Tribunal 
Federal admita que la persona jurídica percibe a la sanción administrativa como castigo o disuasiva 
y, al mismo tiempo, lo niegue con relación a la pena. 

Por último, señalemos que tanto los legisladores cantonales como los comunales, no están 
sometidos al principio societas delinquere non potest. Así, el Tribunal Federal ha declarado lícita la 
condena impuesta a una persona jurídica en base de la Ley sobre Sentencias Municipales del 
Cantón de Vaud, que prevé, en su Art. 9, inciso 2, que ciertas contravenciones son "cometidas 
independientemente de todo factor subjetivo, de modo que resulta perfectamente posible que sean 
cometidas por las personas morales" (ATF 101 la 110). Según los jueces federales, el Derecho 
Cantonal puede adoptar reglas generales que se alejen de las establecidas en el Derecho Penal 
federal, en particular, en lo referente a las responsabilidad penal de fas personas morales. 

En contraste con la doctrina imperante durante todo el proceso de unificación del Derecho Penal 
suizo, destaca la opinión que sostuviera Ernest Hafter, a comienzos de siglo y por tanto con 
anterioridad a dicha unificación, en favor de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, 
concepción que no siguió manteniendo en su obra concerniente a la parte general del Código Penal. 
Por el esfuerzo teórico realizado, resulta conveniente presentar resumidamente el pensamiento de 
Hafter. 

Siguiendo principalmente la concepción de Gierke, Hafter2 considera que el derecho se encuentra 
con individuos y con agrupaciones (como "fenómenos naturales") que son capaces de voluntad y de 
acción3. De acuerdo con la finalidad del Derecho Penal de proteger bienes jurídicos, es indispensable 
combatir la delincuencia en todas sus manifestaciones, por lo que; tanto los individuos como las 
agrupaciones, son objeto del Derecho Penal4. En este sentido, distingue entre sujeto de derecho y 
objeto de derecho: el primero implica la capacidad jurídica y sólo la poseen los individuos, no las 
agrupaciones. Pero esto no es óbice para considerar a las asociaciones sujetos de delito 
responsables penalmente. Así, va más allá del criterio de Gierke al comprender como sujeto de delito 
no sólo a las colectividades constituidas legalmente en personas jurídicas.  

(p. 452) Según Hafter5, la asociación (en tanto "configuración natural"; constituye una unidad cerrada 
y real con una voluntad especial conformada por las voluntades de los individuos que la integran, los 
mismos que actúan en un ámbito exterior a la esfera de la actividad puramente individual. En la 
perspectiva de Gierke, para (os efectos del Derecho Penal, la existencia real del espíritu, de la 
conciencia y de la voluntad comunes de la agrupación, se manifiestan realmente a través del espíritu, 
de la conciencia y de la voluntad de los miembros individuales. Dicha unidad colectiva es un producto 
diferente a los individuos. 

El factor esencial de esta entidad es la organización6 , la misma que constituye un hecho social 
preexistente al derecho. La organización, diferente a órgano y a organismo (nociones de las ciencias 
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naturales), significa la configuración de un ser inmaterial mediante la manifestación de voluntades 
individuales y cuya actuación constituirán la actividad colectiva de la voluntad común (voluntad 
colectiva de actuar y de organización). Para Hafter, basta la capacidad de voluntad y de acción para 
ser capaz de delinquir: por tanto, la persona jurídica tiene esta capacidad de cometer delitos en la 
medida que es capaz de intervenir en la vida social manifestando su voluntad a través de esa 
voluntad común (Sonderwille), surgida de la organización de las voluntades de las personas 
individuales. 

La organización es el factor decisivo en la formación de la voluntad colectiva y en su materialización 
en actos. Las voluntades individuales están sometidas a dicha voluntad y los actos de la asociación 
no se confunden con los de los individuos. Una vez que la voluntad de la asociación se ha formado7, 
ésta puede ser ejecutada por uno de los órganos o por cualquier otro de sus miembros; es decir, que 
la acción puede ser obra de un órgano o de una persona individual. La actividad delictiva de la 
entidad no es determinada por la finalidad legítima para la que fue constituida la persona jurídica. 

En esta perspectiva. Hafter8, de un lacio, afirmaba que la persona jurídica o la asociación en general, 
quiere, mediante la resolución de sus miembros o por la de uno de sus órganos que actúe conforme 
a su (p. 453) competencia. Por otro lado, sostenía que no había ningún problema en la adecuación 
de las penas a la índole particular de las personas jurídicas. Además, admitía que los autores 
individuales también eran culpables; sin embargo, consideraba que la sanción penal debería afectar 
sólo a la persona jurídica y, por tanto, el Estado debía indemnizar a los miembros ajenos a la 
actividad delictuosa de la asociación. 

Como lo dijimos anteriormente, este planteamiento, abandonado por el mismo Hafter, no tuvo 
repercusión en el desarrollo del Derecho Penal helvético, fuertemente anclado en la responsabilidad 
individual. 

3. Reforma de la parte general del Código Penal: proyecto de 1987. 

Schultz, autor del proyecto mencionado, parte de la constatación que la jurisprudencia del Tribunal 
Federal ha evolucionado en cierta manera al reconocer que las personas jurídicas son responsables 
penalmente, cuando así lo prevé una ley federal o se deduce por la interpretación. 

Señala, por ejemplo, que la confiscación y la inhabilitación para ejercer una profesión o actividad, 
previstas en el Código Penal, pueden imponerse también a las personas jurídicas. En su opinión, la 
cuestión es de concebir medidas aplicables a las personas jurídicas de modo que las afecten en sus 
bienes jurídicos, existencia, actividades o bienes patrimoniales. Estas medidas deben distinguirse 
claramente de las "verdaderas" penas. Hablar de responsabilidad penal respecto a dichas medidas, 
sólo sería una cuestión terminológica, que carecería de mayor importancia. Revisando las posibles 
sanciones, señala, por ejemplo, que la disolución sería superflua por establecerla ya el Código Civil 
(Art. 52, inciso 3). Además, considera ineficaz prever la inhabilitación para realizar ciertas actividades 
por cuanto será fácilmente burlada por las personas individuales, quienes son las que, de manera 
directa o indirecta o bajo la cubierta de otra persona jurídica, seguirán cometiendo delitos. 

Concluye estimando que no es de estatuir medidas en la parte general, pero que podría hacerse en 
leyes complementarias. Por último, considera que los delitos económicos y contra el ambiente, 
pueden ser eficazmente combatidos mediante disposiciones civiles o administrativas (por ejemplo, 
aumentando la cantidad de capital necesario para crear una empresa). 

(p. 454) 4. Proyecto sobre la responsabilidad penal de personas jurídicas de 1991. 

En 1991, una comisión de expertos, encargada de elaborar la segunda parte de las medidas 
destinadas a luchar contra el blanqueo de capitales, propuso, entre otras medidas, introducir la 
"responsabilidad penal de la empresa". Las propuestas son conocidas como proyecto de 1991. 

Los argumentos invocados por los expertos fueron los mismos que han impulsado la reforma de la 
legislación de diversos países. En primer lugar, el desarrollo alcanzado por la denominada 
"criminalidad de la empresa", misma que se da principal, pero no únicamente, en la denominada 
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delincuencia económica. En segundo lugar, el reconocimiento de la importancia alcanzada por los 
entes colectivos a nivel nacional e internacional y de la complejidad de la organización, que 
determina que los centros de toma de decisiones se multipliquen y que la división del trabajo se 
diversifique, lo que hace imposible o muy difícil identificar a los responsables individuales. Por último, 
el desarrollo de una Irresponsabilidad organizada", fundada parcialmente en carencias o deficiencias 
de organización que pueden deberse a las acciones u omisiones propias a las estructuras mismas de 
la persona jurídica. 

A diferencia de Schultz, representante de la corriente doctrinaria predominante hasta fines de la 
década de los 80, los miembros de la comisión indicada consideran insuficientes los medios ofrecidos 
por el Derecho Civil y el Administrativo, proponiendo regular la responsabilidad de la empresa y la 
previsión de una serie de sanciones que podrían imponérsele. 

5. Breve análisis del proyecto de 1991. 

Si analizamos brevemente el texto del proyecto de 1991, podemos constatar que los comisionados 
han considerado necesario regular la manera como la sociedad debe reaccionar contra la 
"delincuencia de empresa". 

La primera constatación concierne al hecho que el rubro del Título no se refiere a la responsabilidad 
penal de la empresa, lo que es confirmado por la denominación dada a los medios de reacción ante 
la ejecución de un crimen o delito: sanciones, en lugar de penas.  

(p. 455) Luego, es de destacar que se prevén tres hipótesis en cuanto a la imputación del 
comportamiento delictuoso a la empresa o persona jurídica: 

• Según la primera, es el comportamiento de una persona individual y la culpabilidad de ésta la que 
hace responsable a la empresa; 

• Conforme a la segunda, la responsabilidad de la empresa depende de lo realizado por uno de sus 
órganos colectivos, pero sin que se pueda identificarse al responsable individual, y 

• De acuerdo a la tercera, la imputación depende de las «deficiencias o carencias de organización de 
la empresa" y la empresa será reprimida aún cuando no se identifique a la persona individual que 
violó el deber jurídico. 

Si en el primer caso, se estatuye la sanción paralela de la persona jurídica y de una persona 
individual, conforme al inciso 2 (se reserva... ), en los otros dos, la represión de la empresa es 
autónoma y no fundada en la noción tradicional de culpabilidad, puesto que justamente- no se puede 
determinar qué persona natural es responsable de la infracción. Lo anterior permite, entonces, 
interrogarse respecto a cuál es el fundamento de la sanción. Para responder a esta pregunta, es de 
analizar la manera como se han concebido las sanciones que se pueden imponer a las personas 
jurídicas. 

La simple lectura del Art. 100 quinquies del proyecto, permite ver que se han tratado de evitar 
sanciones propiamente penales. Por ejemplo, en el inciso 1, letra a, se habla del "sometimiento a una 
obligación financiera", en lugar de decir, simplemente, multa. Además, según el Art. 100 sexis, la 
individualización de la pena se hará "de acuerdo a la gravedad del acto y al riesgo de reiteración en 
la comisión de las infracciones", de modo que se trataría de una reacción no propiamente penal, sino 
más bien de una especie de Derecho Penal Administrativo o, en la terminología suiza, de un 
"Derecho Cripto Penal". 

De esta manera se intentó superar el problema de culpabilidad de las personas jurídicas, sin tener en 
cuenta que el desarrollo desmesurado del Derecho Penal Administrativo o de la ampliación excesiva 
de la responsabilidad del 'jefe de empresa", en países como (p. 456) Francia, había conducido a una 
reacción que desembocó en el reconocimiento completo de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas en el nuevo Código de 1993. 

Sometido al proceso de consulta, el proyecto de 1991 fue fuertemente criticado tanto por quienes 
continuaban negando la posibilidad de concebir la responsabilidad penal de las personas jurídicas, 
como por quienes proponían su admisión. Ante esta reacción negativa, el Consejo Federal decidió 
"congelar" el proyecto con miras a una mayor reflexión y a que se dieran las condiciones para 
adoptar una regulación definitiva. 



Nuevamente, los trabajos de reforma de la parte especial del Código Penal pusieron sobre la mesa la 
cuestión de la responsabilidad de la empresa. Una comisión encargada de proponer la regulación del 
denominado "Derecho Penal del ambiente", propuso en 1995 que "condición previa era el 
reconocimiento de la responsabilidad penal de la empresa". Esta iniciativa fue reforzada por la 
evolución del derecho europeo y la necesidad de saber si Suiza debía suscribir convenciones como 
las referentes a la protección del ambiente o la lucha contra la corrupción (OCDE) de agentes 
públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales. 

6. Proyecto de la parte general de 1998. 

En esta perspectiva, se elaboró una nueva regulación de este problema dentro del proyecto de 
reforma de la parte general de 1998. Los criterios de fondo de esta nueva proposición son: 

a) El reconocimiento de la necesidad de atribuir a la empresa una "culpabilidad su¡ generis", diferente 
a la culpabilidad individual y orientada, sobre todo, hacia una "acepción social". En este sentido, se 
habla de una falta (en el sentido de faute/culpa) de la empresa debida a sus deficiencias o carencias 
de organización. 

b) No se trata, por tanto, de determinar el dolo o la culpa de la empresa con relación a la infracción 
cometida, sino más bien su actitud corporativa, que determina las deficiencias de organización que 
condicionan la actividad delictuosa, imposibilitan identificar a los responsables individuales y diluyen 
la responsabilidad en una Irresponsabilidad de organización". 

(p. 457) c) El reconocimiento de que deben imponerse penas "verdaderas" o "penales", únicas, 
capaces de alcanzar los efectos de prevención en el marco del sistema de última ratio, implica un 
reconocimiento de la insuficiencia de las medidas del Derecho Civil o del Derecho Administrativo, 
pero no su exclusión como medidas complementarias. 

7. Características del proyecto de 1998 respecto al proyecto de 1991. 

El proyecto de 1998, en comparación al de 1991, se caracteriza, formalmente, por una simplificación 
de la regulación. Está constituido por un sólo artículo en lugar de tres. Materialmente, también existe 
una reducción substancial. Se abandona la responsabilidad cuasi causal de la empresa en caso de 
delito cometido por uno de sus órganos, en favor de la imputación a nivel de la responsabilidad 
autónoma basada en las carencias de organización de la empresa. En cuanto a la pena, se 
abandona el abanico diverso de sanciones en favor de la sóla pena pecuniaria: la multa, ya prevista 
en el Código Penal, como pena principal. 

Los trabajos de la reforma legislativa, reflejan las opiniones doctrinarias divergentes y los criterios de 
política criminal contrapuestos respecto al reconocimiento de la responsabilidad penal de las 
personas colectivas. Asimismo, hace patentes las dificultades que se presentan para optar por una 
solución legislativa original, o adoptar una de las establecidas en las leyes extranjeras. La situación 
se complica en la medida en que, en la necesidad de reaccionar eficazmente contra la delincuencia 
relativa a dichas agrupaciones, se recurre al Derecho Penal, pero tratando de no cambiar 
radicalmente los fundamentos básicos de éste respecto de las personas naturales y calculando tanto 
los efectos sociales y económicos de la nueva regulación, como su repercusión política, en vista de 
una posible votación popular. 

Ante la disyuntiva de recurrir sólo a medidas civiles y/o administrativas (anteproyecto Schultz) o a la 
represión penal, se ha preferido esta última; entre sanciones de Derecho Penal administrativo (cripto 
penal) (anteproyecto de 1991) y sanciones penales "verdaderas", se han escogido estas últimas 
(proyecto de 1998). La solución adoptada en definitiva constituye, sin embargo, una solución 
intermedia: de un lado, se da la prioridad a la responsabilidad individual del autor del acto, para cuya 
identificación deben realizarse los esfuerzos necesarios y, de otro lado, se atribuye de manera 
subsidiaria la retribución penal a la (p. 458) empresa en caso de no identificarse al responsable 
individual, debido a deficiencias de organización de la empresa. 

De esta manera, no se ha recepcionado ni el sistema anglosajón de la responsabilidad penal, basado 
en el criterio de identificar la empresa con el autor individual, ni el sistema francés fundado en la idea 
de la criminalité d'emprunt (la empresa toma prestada la responsabilidad del agente singular). Se 
admite una responsabilidad penal autónoma de la empresa de carácter restringido. Las condiciones 
de su reconocimiento son: la infracción debe haberse cometido con ocasión de la explotación de la 



empresa; el responsable individual no debe haber sido identificado y, por último, esta verificación 
debe no haberse verificado en razón a deficiencias de organización de la empresa. Así, se distingue, 
de un lado, la responsabilidad penal de la empresa y, del otro lado, la responsabilidad penal del autos 
individual. Sólo se pena a la empresa cuando no se logra castigar a este último. Esta responsabilidad 
individual, no se extiende (no contamina) a la empresa, ni por identificación con el autor individual 
(mediante quien actúa la empresa), ni de rebote (indirectamente, de ricochet) (la infracción ha sido 
cometida por los órganos o los representantes de la empresa). 

La responsabilidad penal de la empresa no es establecida con relación a la infracción cometida. Así, 
se evita recurrir a las mismas condiciones de punibilidad del Derecho Penal de las personas 
individuales o a otras similares, como por ejemplo, a la capacidad de actuar y a la culpabilidad del 
autor individual. El fundamento de la responsabilidad penal, base de la pena de multa que será 
impuesta, es la deficiente organización de la empresa. Esta circunstancia impide identificar al 
responsable individual a pesar de los esfuerzos que el órgano de represión debe llevar a cabo 
necesariamente. Este factor relaciona la empresa con el agente y la infracción cometida. Además, 
permite calificar -en cierta forma- de peligrosa a la empresa, en la medida en que hace de la empresa 
una fuente de posibles futuras infracciones. 

Poco importa a qué se debe la deficiencia de organización. El caso extremo es que haya sido 
voluntariamente originada y mantenida por los órganos de la empresa. Sin embargo, lo más 
frecuente será que sea el resultado de una política empresarial o de una administración negligente.  

(p. 459) En el mensaje del Consejo Federal9, se habla -siguiendo en especial a Roth y Schünemann- 
de que “la culpabilidad moral del individuo ha devenido, respecto a la empresa, una culpabilidad sui 
generis, descrita, al menos de manera aproximativa, como una falta (faute) social o de organización". 
Pero, en seguida, se afirma que "más importante que la denominación concreta utilizada es el hecho' 
de comprender que la responsabilidad penal de la empresa sólo puede basarse en una acusación de 
tipo particular, sin que la acepción tradicional, siempre indispensable en el derecho individual, del 
término culpabilidad sea desnaturalizada". 

La solución adoptada en el proyecto suizo de modificación de la parte general del Código Penal 
(1998), constituye una solución intermedia en la medida en que, de un lado, se conserva como 
criterio principal de represión la responsabilidad individual definida de acuerdos con los criterios 
tradicionales y, de otro lado, reconoce -aunque de manera limitada- la responsabilidad penal de la 
empresa fundada en las deficiencias de organización. De acuerdo con el sistema político y 
económico, en el que se busca la confianza y el consenso, se ha preferido considerar que el 
responsable individual será generalmente identificado y, en consecuencia, castigado. Además, se ha 
estimado que resulta suficiente la pena de multa. Sólo la aplicación práctica de esta solución 
legislativa permitirá saber si la decisión fue correcta para una sociedad como la helvética. La 
experiencia de los países desarrollados muestra, sin embargo, las dificultades que existen para 
individualizar al responsable individual y así mismo la necesidad de reprimir la empresa aun cuando 
dicha identificación tenga lugar. Esto último generalmente se explica por el papel esencial que 
desempeña la empresa en la sociedad de riesgo, que es la sociedad altamente jerarquizada, 
tecnificada e informatizada. 

8. A manera de conclusión: sujeto de derecho y responsabilidad penal. 

Las objeciones formuladas contra el reconocimiento de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas constituyen la expresión de una concepción específica de la persona humana. Esta es 
percibida como el ser humano natural, poseedor de capacidades físicas y psíquicas específicas. Por 
tanto, es la única que tiene la capacidad de actuar, la capacidad de comprender lo que hace u omite 
y, por tanto, la única que (p. 460) puede ser culpable. Por las mismas razones, sólo ella puede ser, 
por ejemplo, condenada a una pena privativa de libertad. 

Sin embargo, en Derecho Privado no se niega, recurriendo a la misma concepción, que la persona 
jurídica tenga la capacidad de actuar (suscribir contratos), la capacidad de responder por los 
perjuicios causados (indemnización por actos ilícitos: incumplimiento de contrato), la capacidad para 
soportar sanciones civiles (inhabilitación para efectuar ciertas actividades). La persona jurídica es 
tratada de la misma manera que la persona individual en la atribución de derechos y obligaciones, a 
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pesar que no es un ser humano, una persona natural. ¿Significa esto que en Derecho Civil no sea 
considerado el ser humano de la misma manera como lo es en Derecho Penal? 

La respuesta sólo puede ser negativa. El ser humano está en el centro de todo el derecho, por el 
simple hecho que él es quien lo crea y, al mismo tiempo, es su finalidad, en última instancia. El sujeto 
de derecho, o persona, no se identifica con el ser humano. Dicho con más propiedad, la noción de 
sujeto de derecho o persona, no es igual a la noción de ser humano. Admitir lo contrario, implica que 
se están confundiendo dos planos diferentes: el del mundo físico, natural, con el "mundo" normativo 
del derecho. Capacidad de actuar o capacidad de culpabilidad son nociones jurídicas que no deben 
ser confundidas con las aptitudes físicas, psíquicas e intelectuales del ser humano. Cuando no se 
respeta esta distinción, el concepto jurídico de persona es erróneo y empíricamente falso10; porque 
seres humanos capaces mentalmente pueden no ser considerados como personas por el derecho 
(los esclavos y los extranjeros, humanos, no eran considerados como "personas" para el Derecho 
Romano11) y, al contrario, considera personas a entes que no son seres humanos (las personas 
jurídicas son el ejemplo por excelencia). 

La noción de sujeto de derecho o persona es de índole convencional. Mediante ella, el legislador 
califica a determinados seres humanos, atribuyéndoles deberes y obligaciones bajo ciertas 
condiciones. De esta manera, establece las condiciones bajo las cuales se debe determinar quién 
debe ser considerado como el sujeto, por ejemplo, del derecho de poseer, comprar, suscribir 
contratos, ejercerla patria potestad o de la obligación de indemnizar al perjudicado, de (p. 461) 
alimentar a un menor de edad. De manera figurada, se puede decir que el derecho atribuye (a través 
de las normas) los diversos papeles que pueden asumir determinados seres humanos (los actores). 
Los términos "sujeto de derecho" o "persona", son usados de manera paradigmática en el sentido de 
personaje: una personificación, un papel representado por un actor. Personaje al que se considera 
filosóficamente, desde el siglo de las luces, como sujeto dotado de razón y voluntad libre. Pero este 
personaje, sujeto de derecho o persona, no debe ser confundido con el sujeto físico (de carne y 
hueso). Sólo existe en tanto forma o manera de percibir jurídicamente la realidad y es, por tanto, 
irreductible al mundo extra jurídico12. 

El ser humano, concebido a partir del siglo de las luces como centro del universo y señor absoluto de 
lo que crea, es responsable de sus acciones tanto ante el mismo, como ante los demás (tan libres 
como él mismo). Así, la voluntad es considerada como factor esencial de la responsabilidad de todo 
ser libre. En este contexto, se definirá la personalidad como la posibilidad subjetiva de la voluntad 
jurídica, llegándose así a concebir al "hombre" como titular de "derechos subjetivos"13 

Esto no significa que se ignore la relación existente entre sujeto de derecho o persona y ser humano; 
sin embargo, cuando se utilizan las expresiones "sujeto de derecho" o "persona", en el discurso 
jurídico, no se hace con la finalidad de designar directamente a un ser humano, sino más bien para 
referirse a éste con relación a su conducta jurídicamente regulada. En esta perspectiva, Kelsen 
afirmó que el objeto de la ciencia jurídica no es el hombre sino la persona. 

La idea de que todos los seres humanos son personas (en sentido jurídico) constituye la culminación 
de un largo proceso social. Sin embargo, sólo puede ser cabalmente comprendida si es replanteada 
diciendo que, actualmente, los sistemas jurídicos modernos invisten con derechos, deberes y 
facultades a todos los individuos por el simple hecho de pertenecer al género humano. 

En el contexto normativo del derecho, se comprende fácilmente que se considere como personas o 
sujetos de derecho a las agrupaciones de individuos 14; siempre y cuando no se crea que se les  
otorga dicha (p. 462) calificación en razón a sus características humanas. Se trata de una calificación 
jurídica y no de una propiedad natural. Así, se puede decir, de manera general, que "persona", en 
sentido jurídico, es aquel "algo" al que se atribuyen derechos y deberes por las normas jurídicas 15. El 
efecto práctico es que los derechos, obligaciones y facultades conferidos, serán tratados de manera 
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unitaria. La agrupación o persona colectiva (persona jurídica), de la misma manera que el sujeto de 
derecho o persona, con respecto al ser humano, está relacionada con los seres humanos 
individuales que la conforman, pero tampoco puede ser identificada con éstos. Cuando se dice que la 
persona colectiva está obligada a pagar una multa fiscal, esto quiere decir, conforme a la regulación 
normativa vigente, de un lado, que uno de sus miembros individuales incurrió en una conducta 
determinada y, de otro lado, que dicho incumplimiento es atribuido a la persona colectiva. 

La presencia real de las personas colectivas, en sociedades altamente complejas y tecnificadas 
como las nuestras, hace bastante comprensible que se planteé la cuestión de la responsabilidad 
ética y social de la empresa, como tal. Su marcada influencia, tanto en el desarrollo técnico como 
económico, es determinante en la creación de situaciones y relaciones riesgosas (por ejemplo, en el 
mercado financiero o el medio ambiente) y constituye un hecho fundamental para delimitar el papel 
social que desempeñan. En cuanto a la responsabilidad social, se trata de superar el criterio 
tradicional orientado hacia la rentabilidad y ganancia, para comprender a la empresa en su 
complejidad, considerando todos los factores que la conciernen en la perspectiva de la organización. 
En este sentido, se dice que la responsabilidad social implica, de un lado, conducir la actividad de la 
empresa a un ámbito donde ésta sea congruente con las normas, los valores y las expectativas 
sociales vigentes. Por otro lado, comprende el desarrollo de procesos de organización de toma de 
decisiones por medio de los cuales, de acuerdo con una información incompleta, quienes toman las 
decisiones colectivamente anticipan, responden y gestionan todas las ramificaciones de la política y 
de las prácticas de organización16. Estos esfuerzos para determinar la responsabilidad social de la 
empresa, persona colectiva suponen concebirla normativamente como una persona diferente a la de 
sus miembros individuales. El objetivo es fijar bajo que condiciones se considera a la empresa 
responsable socialmente y en qué consiste esta responsabilidad.  

(p. 463) Si se tiene en cuenta la manera como se concibe la persona en el derecho, en general y, en 
particular, en el Derecho Civil, no resulta claro por qué debe ser considerada inaplicable en el 
Derecho Penal. Lo mismo puede decirse respecto al Derecho Administrativo, en el que se trata a la 
persona jurídica como sujeto pasible de sanciones represivas. El sujeto de derecho en materia penal, 
tanto como sujeto activo del delito como sujeto pasivo de las sanciones penales, es igualmente 
determinado por la manera como el legislador establece las condiciones de punibilidad y como define 
los comportamientos delictuosos en particular. La dogmática penal no tiene como objeto determinar 
en qué consiste realmente el delito (hecho social), ni cómo es el ser humano delincuente. No existen 
delitos naturales; ni delincuentes natos. Se trata de categorías normativas determinadas por la 
regulación legislativa penal. Lo mismo se puede decir de cada una de las nociones establecidas en 
base a lo previsto en la ley penal. Por ejemplo, aun en el caso de la imputabilidad o capacidad de 
culpabilidad que puede ser considerada como una de las nociones más cercanas a la realidad 
humana, no se puede decir que se trate de una calificación concreta del ser humano de acuerdo con 
los criterios de las ciencias humanas. Se trata más bien de una calificación jurídica de un aspecto de 
la realidad (persona física concernida) y, al mismo tiempo, de una clasificación de las condiciones 
normativas que deben existir para imputar objetiva y subjetivamente el delito a una persona 
determinada. 

La cuestión se reduce, en consecuencia, a determinar si hay que atribuir o no responsabilidad penal 
a las personas jurídicas y, en caso de una respuesta afirmativa, de qué manera y con qué amplitud 
hacerlo. Como lo muestra la evolución del Derecho suizo y, en general, del Derecho europeo, estas 
cuestiones corresponden al ámbito de la política criminal y, de manera más amplia, a la política 
general del Estado. Si se tiene en cuenta que desde hace decenios, en el derecho anglosajón, se 
responsabiliza penalmente a las personas jurídicas, resulta difícil sostener que el dogma de la 
responsabilidad penal individual constituye un obstáculo insuperable. No se trata de una verdad 
absoluta y su admisión también depende de los criterios de política criminal que se acepten. Esto no 
implica atribuir al Estado un poder absoluto para reprimir, ya que las soluciones que se adopten 
deben conformarse a los criterios de proporcionalidad y subsidiaridad del Derecho Penal. Además, 
siendo el Derecho Penal la ultima ratio en el sistema de control social, el (p. 464) reconocimiento de 
la responsabilidad penal de las personas jurídica debe estar acompañado por la renovación y el 
perfeccionamiento de las medidas de orden económico y jurídicas en el ámbito civil administrativo. 
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